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Nuestra legislación impone un deber general a toda persona, física o jurídica, pública o privada, de proporcionar a la Administración Tributaria la información de trascendencia tributaria deducida de sus relaciones económicas, financieras y profesionales con otras personas.
No obstante, como excepción a ese deber general, la ley establece que la Administración Tributaria no podrá exigir información a las personas que, por disposición legal expresa, puedan invocar el secreto profesional, en cuanto a la información que ampara.
La norma que establece lo anterior es el artículo 105 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios (CNPT), y en él se advierte una fuerte tensión entre dos conceptos: por un lado, el de trascendencia o relevancia tributaria y, por otro, la información amparada por secreto profesional.
Si la Administración Tributaria interpreta de manera excesivamente amplia el concepto de trascendencia tributaria, podría exigirle a un médico urólogo o ginecólogo que describa con detalle el examen practicado a un paciente, para determinar si la suma que cobró y declaró como ingreso gravable es correcta, o si, por el contrario, cobró menos de lo que dictan los precios del arancel o tabla de honorarios del colegio profesional respectivo.
Igual de preocupante sería que, con el mismo fin, la Dirección General de Tributación pida a un abogado que se dedica a asesoría fiscal, que abra y ponga a su disposición todos los expedientes que contienen los consejos brindados a clientes.
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Años de inhabilitación que podrían imponerse a quien viole el secreto profesional.

¿Cómo se sentiría usted siendo el paciente del médico o el cliente del abogado que puso su información confidencial a disposición de la Administración Tributaria? Inseguro en el mejor de los casos. Vejado cuando considera que la información puesta a disposición de la Administración Tributaria viola su intimidad.
El Colegio de Abogados tomó recientemente un acuerdo de junta directiva en sesión ordinaria Nº 21-11, celebrada el 13 de junio del 2011, que acuerda: “La Administración Tributaria, durante el curso de la fiscalización, puede solicitar al abogado o la abogada fiscalizada, que aporte la contabilidad y demás información de trascendencia tributaria, siempre y cuando no sea información amparada por el secreto profesional, según el artículo 41 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho , el cual indica que (tienen tal carácter) ‘las confidencias que se hagan al abogado o abogada con ocasión de su ejercicio profesional por parte del cliente, del adversario, de los colegas, o las que resulten de entrevistas para conciliar o transar y las de terceras personas’. Asimismo, estarán bajo secreto profesional el conocimiento obtenido con ocasión del ejercicio profesional de los documentos privados, los documentos que reciba y su contenido”.
El acuerdo del Colegio de Abogados continúa: “La Sala Constitucional reconoce amplias potestades de fiscalización a la Administración Tributaria, diciendo que ‘la Administración puede valerse de la más amplia gama de elementos de juicio y medios procesales para efectuar la determinación de la obligación tributaria’”. (Voto 3929-95).
Señala dicho órgano jurisdiccional que si la Administración Tributaria necesita tener acceso a información amparada por el secreto profesional, debe justificarlo y plantear la solicitud ante un juez penal, quien deberá valorar la procedencia de la solicitud.
Así, vista desde la óptica del abogado que soporta una fiscalización, tenemos dos tipos de información que tienen tratamientos jurídicos radicalmente distintos para efectos tributarios: la información de trascendencia tributaria no protegida por el secreto profesional, que el abogado no puede válidamente negarse a aportar a la Administración Tributaria; y la información amparada por el secreto profesional, que aunque en sentido amplio pueda calificarse como de trascendencia tributaria, contiene información privilegiada, cuyo contenido puede comprometer derechos fundamentales.
Es preciso señalar que el secreto profesional no es solo un derecho, sino un deber del abogado con sus clientes, por lo que no puede decidir y disponer libremente si aporta o no una información amparada por el secreto profesional, cuando la Administración Tributaria se la requiere.
Por lo tanto, cuando la información amparada por el secreto profesional puede poner en riesgo los derechos fundamentales de los clientes, el abogado no debe aportar esa información a la Administración Tributaria, cuando esta se lo requiere, sin haber hecho uso de los medios legales (solicitud dirigida al juez penal) a que hace referencia la resolución 3929-1995 de la Sala IV.
Considero que lo acordado por el Colegio de Abogados implica que aquellos abogados que decidan aportar información amparada por el secreto profesional durante una fiscalización, sin que medie orden de un juez, podrían exponerse a una sanción de hasta diez años de inhabilitación en el ejercicio de la profesión.

